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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de MARZO DEL 2017. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  
En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema de los asuntos votados y, datos estadísticos de los asuntos ingresados, en donde se determina, el acceso a la jurisdicción constitucional, bajo ciertas circunstancias, como: personas jurídicas que recurren, personas que recurren con abogado, recurrentes por género, cuántos asuntos ingresan en horas hábiles y cuántos en horas no hábiles. 
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	RESOLUCIONES DEL TSE SOBRE REFERENDUM PARA CONVOCAR A UNA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE

Expediente: 17-003086-0001-CO
Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra las resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones, No. 6187-E9-2016, de las 13:45 hrs. de 13 de setiembre de 2016; No. 8455-E9-2016, de las 10:00 hrs de 23 de diciembre de 2016 y No. 860-E9-2017, de las 10:00 hrs. de 27 de enero de 2017, por estimarlas contrarias a los artículos 102, inciso 9), 105, 195, inciso 8) y 196 de la Constitución Política. Las resoluciones se impugnan por cuanto la modificación total de la Constitución Política se da a través de un procedimiento agravado, el cual no puede equipararse a un proceso de referéndum. Añade que no existe norma constitucional (ni legal) que permita la realización de un referéndum tendiente a convocar una Asamblea Constituyente. Las resoluciones impugnadas del Tribunal Supremo de Elecciones, continúa, violentan lo establecido en los artículos 102, inciso 9), 105, 195, inciso 8), y 196 de la Constitución Política. Precisa que las mencionadas normas establecen que la convocatoria a una Asamblea Constituyente es una atribución exclusiva de la Asamblea Legislativa, siendo que por la vía de la participación ciudadana solo se permite la reforma parcial de la Constitución Política. Añade que la Ley de Referéndum -artículo 1°- habla de modificaciones parciales de la Constitución Política y no de una Constituyente. Manifiesta que la Sala Constitucional -sentencia No. 2010-013313- ha reconocido que las limitaciones al referéndum no se ciñen a las establecidas en el párrafo tercero del artículo 105 constitucional, sino que abarcan, entre otras, las disposiciones del numeral 196 de la Constitución Política. Considera lesionado el principio de coherencia normativa al prohibirse la realización de un referéndum para la aprobación de proyectos de ley en “materia presupuestaria, tributaria, fiscal, monetaria, crediticia, de pensiones, seguridad, aprobación de empréstitos y contratos o actos de naturaleza administrativa” y permitir, al mismo tiempo, que se convoque a una Asamblea Constituyente que incluiría, necesariamente, aspectos relacionados con las materias mencionadas. Resolución de las 16:28 horas del 27 de marzo. 


	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INAMU

Expediente:17-002811-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 9°, 11, 12, 13, 14, 28, inciso a), 32, 34 y 55 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33, 59, 62, 63, 68, 191 y 192 de la Constitución Política, así como de los principios de legalidad, seguridad jurídica, igualdad, no discriminación, razonabilidad y proporcionalidad, equilibrio financiero y eficiencia administrativa. Resolución de las 8:54 horas del 02 de marzo del 2017. 


	CONVENCION COLECTIVA DEL SINART

Expediente: 17-002812-0007-CO
Sentencia: Pendiente
 
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20, inciso d), de la Convención Colectiva de Sistema Nacional de Radio y Televisión (SINART S.A.). Estiman que la norma cuestionada prohíja un indebido manejo de fondos públicos al establecer privilegios que afectan el uso de estos, la buena gestión en la prestación de los servicios públicos e implican un uso indebido del dinero de todos los costarricenses. Resolución de las 10:44 horas del 02 de marzo del 2017. 


	PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE DESAMPARADOS

Expediente:17-002841-0001-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el Transitorio No. IV del Plan de Ordenamiento Territorial del Cantón de Desamparados, publicado en La Gaceta No. 243 del 18 de diciembre de 2007. La norma se impugna en tanto establece que “[l]os certificados de uso del suelo para proyectos de urbanización, conjunto habitacional y condominios, otorgados con anterioridad a la entrada en vigencia del presente reglamento, tendrán una vigencia de 8 meses, tiempo dentro del cual los interesados al menos deberán haber obtenido la aprobación municipal para el respectivo proyecto”. Señalan, los accionantes, que lo anterior supone una grosera violación al principio precautorio en materia ambiental, previsto en el principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que impone el deber de abstenerse de dar autorizaciones contrarias a las normas técnicas. Alegan que antes de emitirse el referido plan regulador, la Municipalidad de Desamparados no contaba con un instrumento técnico que permitiera tener certeza científica para emitir certificados de uso de suelo –en resguardo del medio ambiente- y para armonizar, así, el crecimiento y el desarrollo urbano del cantón con la conservación, entre otros espacios y a manera de ejemplo, de la Loma Salitral, que es el último remanso de bosque premontano bajo húmedo del Valle Central y que se ve amenazado por proyectos urbanísticos que se benefician con la aplicación  del transitorio cuestionado, gracias al cual, se autorizaría la construcción de tales proyectos dentro de la zona de protección de Loma Salitral, que es área silvestre protegida. Señalan que el transitorio impugnado infringe el derecho fundamental de las personas vecinas de Desamparados a que el gobierno local vele por sus necesidades y la satisfacción de sus intereses en materia de salud ambiental. Resolución de las 9:15 horas del 28 de marzo del 2017. 


	CONVENCIÓN COLECTIVA Y REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIO DEL MINISTERIO DE TRABAJO

Expediente: 17-003020-0007-CO
Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 19, 20, 21, 53, 54 y 56 de la Convención Colectiva de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y los artículos 26, 27, 51 y 59 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Decreto Ejecutivo No. 27969-TSS, por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33, 46, 57, 68, 176, 191 y 192 de la Constitución Política, así como a los principios de legalidad, seguridad jurídica, igualdad, no discriminación, razonabilidad y proporcionalidad, equilibrio financiero y eficiencia administrativa. Resolución de las 10:56 horas del 02 de marzo del 2017. 


	ESTATUTO DE PERSONAL DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD

Expediente: 17-003314-0007-CO
Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 8.3, 16.5.1, 16.5.2, 16.5.3, 16.5.4, 27.1.b, 27.1.c, 28.20.a, 37.1.a, 37.1.b., 37.2, 38.2, 38.3, y 40.7 del Estatuto No. 5817 de 18 de diciembre de 2007, Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad, aprobado mediante acuerdo de la sesión del Consejo Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad No. 5817, de 18 de diciembre de 2007 y publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 44 de 3 de marzo de 2008, por estimarlos contrarios a los artículos 11, 25, 33, 46, 57, 68, 176, 191 y 192 de la Constitución Política, así como de los principios de legalidad, seguridad jurídica, igualdad, no discriminación, razonabilidad y proporcionalidad, equilibrio financiero y eficiencia administrativa. Las normas se impugnan en cuanto establecen beneficios desproporcionados e ilegítimos para los trabajadores del Instituto Costarricense de Electricidad, en detrimento de los principios y disposiciones constitucionales supra aludidos. Resolución de las 9:20 horas del 01 de marzo del 2017. 


	CONVENCIÓN COLECTIVA DE JAPDEVA

Expediente:17-003324-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los ARTÍCULOS 34, INCISO B); 34 BIS; 43; 44; 45; 46; 48, INCISOS A), B), C), F) Y G); 49; 50; 53; 59; 62; 68; 73; 75; 76; 78; 84; 134; 135 Y TRANSITORIO III, TODOS DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA JUNTA DE ADMINISTRACIÓN PORTUARIA Y DE DESARROLLO ECONÓMICO DE LA VERTIENTE ATLÁNTICA (JAPDEVA), homologada por el Departamento de Relaciones de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, mediante resolución No. DRT-494-2016;  por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33, 46, 57, 68, 176, 191 y 192 de la Constitución Política, así como a los principios de equilibrio presupuestario, de no discriminación en el trabajo  y de razonabilidad y proporcionalidad. Resolución de las 12:40 horas del 06 de marzo del 2017. 



 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Fallos recientes



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	SE CUESTIONA NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADO

Expediente:17-003201-0007-CO
Sentencia:003850-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo contra la Asamblea Legislativa. La sentencia 003850-17 de las 12:00 horas del 10 de marzo, cuestiona el nombramiento de un Magistrado de la Sala Segunda, por no hacerse dentro del plazo de treinta días, que establece la Constitución Política. Se rechaza de plano el recurso. LA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE


	COMERCIO
	SANCIÓN IMPUESTA A AGENTE DE ADUANAS

Expediente:17-002299-0007-CO
Sentencia:004407-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. La sentencia 004407-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza un caso en materia tributaria, en donde el recurrente acusa que la administración recurrida, no le otorgó la posibilidad de normalizar su situación, ya que no le notificó la propuesta de regularización antes de iniciarle el procedimiento ordinario y se vio afectado por la responsabilidad solidaria que establece el artículo 36 de la Ley General de Aduanas, el cual considera inconstitucional. En este caso, consta que, al recurrente, se le otorgó su derecho al debido proceso; sin embargo, él no se presentó a la audiencia convocada. Sobre este aspecto, este Tribunal no es competente para determinar si el recurrente fue indebidamente notificado o si con la aceptación de la propuesta de regularización por parte de la empresa se le generó algún perjuicio, ya que son temas de legalidad que deben ser ventilados en la vía ordinaria administrativa o judicial. Ahora bien, se verificó que la Dirección General de Aduanas dispuso la apertura de un procedimiento sancionatorio en contra del recurrente, el cual, aunque alega se tramitó únicamente contra la empresa importadora, según se desprende del expediente, desde su inicio, estuvo apersonado e incluso interpuso los recursos correspondientes en contra de los actos dictados. Por lo que cualquier argumentación de hecho o derecho en contra de la responsabilidad que se le imputaba, tuvo que haberla alegado durante la tramitación de ese expediente. Finalmente, en cuanto a la alegada inconstitucionalidad que invoca del artículo 36 de la Ley General de Aduanas, por establecer la responsabilidad solidaria entre el importador y el agente aduanero, se cita el voto 411-06. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.


	EDUCACION
	SE DECIDE HACER VISTA PUBLICA EN ASUNTO SOBRE LECTURA OBLIGATORIA DEL LIBRO COCORI

Expediente:15-005493-0007-CO
Sentencia:004006-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez
Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública. La sentencia 4006-17 de las 10:41 horas del 15 de marzo, determina realizar una vista en el caso de la lectura del libro Cocorí y, por mayoría se deniega una prueba testimonial ofrecida, aduciendo que las pruebas se reciben, conforme a la regla del artículo 46 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Para celebrar vista en este caso, se señalan las nueve horas del seis de abril del año en curso. Por mayoría se deniega la prueba testimonial ofrecida. La Magistrada Hernández López salva el voto y admite dicha prueba. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal, ponen nota.


	EDUCACION
	NIEGAN IMPRESIÓN DE PROGRAMAS ESTUDIANTILES EN LA UNED Y LOS REMITEN A LA PAGIAN WEB
Expediente:17-002230-0007-CO
Sentencia:003577-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo contra LA UNIVERSIDAD ESTATAL. La sentencia 003577-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, analiza la disconformidad del tutelado, que se centra en la denegatoria de impresión del programa estudiantil. Sin embargo, no acusa que en su caso particular le haya sido imposible acceder a la información requerida, pues como bien lo indica, solicitó la documentación por ese medio por su comodidad. A partir de esas consideraciones, este Tribunal entiende que, en cuanto a la brecha digital respecta (sentencia 12978-14), el recurrente no evidencia formar parte de un grupo discriminado o excluido de la población que no tenga acceso a la tecnología; por el contrario, su modalidad de estudio universitario es virtual, aspecto que es de su conocimiento y propio de métodos educativos con utilización de herramientas informáticas. Si el tutelado, estima que su modalidad de estudio se debe ajustar a fin de que le entreguen programas estudiantes y materiales de curso en forma impresa, ello es un aspecto que como tal, es propio de alegarse en la sede común, a fin de que se resuelva lo correspondiente. Se rechaza por el fondo el recurso.

	INFORMACION
	NIEGAN INFORMACIÓN DE ASADA DE SAN PEDRO DE BARVA

Expediente:17-002569-0007-CO
Sentencia:003717-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra el Presidente de la Junta Directiva de la Asociación Administradora del Acueducto de San Pedro de Barva. En la sentencia 003717-17 de las 9:05 horas del 10 de marzo, acusa la recurrente, que solicitó a la ASADA de San Pedro de Barva información relacionada a la prestación del servicio de agua potable. Como listas de disponibilidades de ese líquido vital, estudios hídricos realizados, empresas autorizadas para realizar éstos, copia de los contratos por los que tuvo que realizar trabajos adicionales que se solicitaron a los abonados, lista de las personas físicas y jurídicas a las que se les ha solicitado un estudio hídrico por parte de esa ASADA, copia de estados financieros, entre otra información. Sin embargo, no le fue proporcionada, aduciendo que no es usuaria o Asociada. Esta Sala ha indicado que las ASADAS prestan un servicio que indiscutiblemente tiene un carácter público, -consumo de agua potable-, por lo que la información que guardan en relación a esa prestación, es de evidente interés público (016665-12). Se estima, que la autoridad recurrida enervó la eficacia directa e inmediata del derecho fundamental contemplado en el artículo 30 de la Constitución Política, con una justificación que es inaceptable, porque al resguardar su representada información de evidente interés público, tiene el deber de brindársela a la persona que así lo demande. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la de presidenta de la Junta Directiva de la ASADA de San Pedro de Barva, que, en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, le proporcione a la recurrente la información que solicitó el 10 de enero de 2017 en el formato en que se encuentre, y si está en Excel, se le proporcione de esa forma. Asimismo, si existe algún tipo de clave de acceso para la información, ésta deberá ser eliminada, de forma tal que se permita el libre acceso y manipulación de los datos que la amparada solicita. 


	INFORMACION
	SE ORDENA ENTREGA DEL INFORME PARA LA EVALUACIÓN Y CALIFICACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE PÚBLICO

Expediente:17-004050-0007-CO
Sentencia:004921-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra EL CONSEJO TRANSPORTE PÚBLICO. La sentencia 004921-17 de las 9:15 horas del 31 de marzo, resuelve el conflicto sobre la información solicitada por un administrado, en donde se requirió que indicaran el nombre de las empresas presentaron el Informe para la Evaluación y Calificación del Servicio Público de Transporte Público Remunerado de Personas correspondiente al año 2016 y los informes al respecto; no obstante, fue denegada. La Sala indica que resulta ilegítimo y contrario a los derechos fundamentales de la recurrente, que se le deniegue el acceso a información de carácter público. En consecuencia, lo correcto era que los accionados le comunicaran a la amparada, que ésta última información no había sido creada, que se encontraba pendiente de aprobación y que podía otorgarse una vez compilada y aprobada; y no, que se denegara sin mayor justificación. De otra parte, respecto de la información que se le indicó está en posesión de la Secretaría de Actas y sobre la cual, se le impuso dirigirse a dicho órgano, a efecto que le suministre lo pedido, cuando en realidad, la obligación de la recurrida era remitirla a ese órgano, a efecto que, finalmente, la interesada recibiera la información de su interés (véase en este sentido, la sentencia No. 2016-018812). Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora del Área Técnica del Consejo de Transporte Público, que adopte las medidas adecuadas y necesarias para que esa información le sea suministrada a la recurrente en un plazo de 10 días, si otra causa no lo impide. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández López ponen nota. 


	INTIMIDAD
	SE ACUSA VIOLACIÓN AL DERECHO A LA INTIMIDAD POR PUBLICACIÓN DE FOTOGRAFÍAS DE UNA PERSONA SIN SU CONSENTIMIENTO

Expediente:16-014180-0007-CO
Sentencia:004802-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra un SUJETO DE DERECHO PRIVADO. La sentencia 004802-17 de las 9:15 horas del 31 de marzo, analiza el caso de una persona que acusa que considera violentados los derechos fundamentales, toda vez que, en una página de Facebook, fueron publicadas fotografías suyas, sin su consentimiento y con las cuales se le responsabilizó de un hecho delictivo que se encontraba en investigación. Sobre el particular, si bien la recurrente aporta como prueba unas fotografías que contienen la cara de una persona plenamente identificable publicadas aparentemente en la red social Facebook, no se pudo comprobar que el recurrido fuera la persona encargada de administrar la página, en donde se publicaron las fotografías. Ahora, en principio, la vía sumaria del amparo no es la adecuada para ejecutar las averiguaciones informáticas que permitan imputar la realización de publicaciones llevadas a cabo en internet a un sujeto determinado (lo que se podría hacer si se conoce dirección “IP” de la conexión); lo anterior no obsta las partes involucradas se encuentran facultadas para acudir a la vía ordinaria a fin de que se realicen las investigaciones correspondientes. Por lo expuesto, al no acreditarse la legitimación pasiva del recurrido, este Tribunal se ve imposibilitado de entrar a conocer el fondo del asunto y, por consiguiente, debe desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.


	INTIMIDAD
	OBLIGACIÓN DE ENTREGAR CLAVE DE CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL DE INSTITUCIÓN

Expediente:17-004732-0007-CO
Sentencia:004786-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo contra el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Puntarenas. La sentencia 004786-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, cuestiona la solicitud que hace la recurrida a su secretaria, de la clave de acceso al correo electrónico oficial de la entidad. Indudablemente está Sala ha reconocido el derecho a la privacidad de las comunicaciones, pero de las comunicaciones de índole privado. La recurrente de manera clara indicó que la Junta Directiva le pidió la clave de acceso a la cuenta de correo electrónico oficial de la institución. No se trata, por consiguiente, de una cuenta privada. La recurrente también expuso las razones por las que, a su juicio, no es recomendable que los miembros de la Junta Directiva conozcan la clave. Sin embargo, se trata de una cuestión de conveniencia, no de derechos fundamentales. Se rechaza por el fondo el recurso.


	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA

Expediente:17-002304-0007-CO
Sentencia:003228-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra EL PERIÓDICO DIGITAL CRHOY.COM. La sentencia 003228-17 de las 10:16 horas del 01 de marzo, analiza el tema de rectificación y respuesta solicitado al recurrido, por cuanto dicha noticia realiza afirmaciones falaces e inexactas que agravian el buen nombre de su representada, pues, nunca se consultó por parte del medio de difusión digital recurrido, tal contenido y, no se publicó lo solicitado, aduciendo que el escrito presentado no solicita expresamente la rectificación y respuesta. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Salazar Alvarado y Hernández Gutiérrez salvan parcialmente el voto y declaran con lugar el recurso, únicamente por la tardía comunicación del medio de comunicación ante la gestión del interesado. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.


	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACION Y RESPUESTA

Expediente:17-002947-0007-CO
Sentencia:003394-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

RECURSO DE AMPARO CONTRA LA SOCIEDAD PERIODISTICA EXTRA LIMITADA. La sentencia 003394-17 de las 9:05 horas del 03 de marzo, acusa la lesión al derecho de rectificación y respuesta, sobre una noticia referente a una propuesta de Ley en materia de pensiones alimenticias. Explica el amparado, que, solicitó por correo electrónico a los recurridos la rectificación del titular de la noticia, siendo que, a la fecha no se ha procedido conforme. Sobre el derecho de rectificación y respuesta, se cita el voto 2773-96.  Al respecto, este Tribunal rechaza la lesión al derecho de rectificación y de respuesta del accionante, por cuanto el accionante no detalla el agravio sufrido por la publicación, en que afectó su honra o reputación; el interesado al presentar solicitud de rectificación y respuesta no indica cuales datos no se ajustan a la realidad, son falsos, inexactos o deben ser modificados. Por otra parte, se determina que la publicación contiene opiniones de terceros, las cuales no son de carácter noticioso, ya que, son manifestaciones subjetivas u opiniones de los entrevistados, y no se encuentra dentro de los supuestos del derecho de rectificación y respuesta (ver resoluciones 5857-97 y 014087-08). Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal da razones particulares. Los Magistrados Cruz Castro y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso.


	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA

Expediente:17-003319-0007-CO
Sentencia:003899-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra SOCIEDAD PERIODÍSTICA EXTRA LIMITADA. La sentencia 003899-17 de las 14:30 horas del 14 de marzo, analiza el caso de una jueza, que acusa que se atacó la independencia judicial, con una publicación realizada y que, el medio de comunicación recurrido, no le publicó su solicitud de rectificación o respuesta. Sobre el derecho de rectificación o respuesta, se citan las sentencias 003369-17 y 4833-16. En descargo, la Gerente de la Sociedad Periodística Extra Limitada afirmó que no se publicó la rectificación pedida, porque la noticia en cuestión no es agraviante, ni inexacta, pues lo que relata la noticia es la opinión de una jueza acerca del contenido de una propuesta de ley. Pese a lo que se alega, no aprecia este Tribunal que la nota periodística sea imprecisa, pues, Diario Extra se limitó a informar sobre las tablas que pretenden sea una guía para los jueces a la hora de fijar los montos de pensiones, el cual, es un recurso que se está promoviendo ante Corte Plena por un grupo de diputados y la Asociación Igualdad de Derechos para los Hombres. Asimismo, este Tribunal verifica que el documento enviado por el recurrente, en realidad, no pretende una rectificación o respuesta en los términos planteados en la cita jurisprudencial transcrita en el considerando anterior -es decir, rectificar las inexactitudes o responder a manifestaciones agraviantes-  sino que constituye un debate de alegatos entre aquellos planteados por la jueza que fueron objeto de la noticia y los del accionante. Tampoco, logra detallar el recurrente por qué la noticia es “agraviante”. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado.  En lo que respecta a la exigencia de una respuesta de parte del diario recurrido a la gestión del recurrente, la Sala reitera el criterio expuesto en el voto 4833-16. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la acreditada omisión del medio de comunicación de informar al recurrente el resultado de su gestión. El Magistrado Cruz Castro pone nota.


	MIGRACION
	DEPORTACION DE EXTRANJEROS QUE FUERON CONDENADOS PENALMENTE

Expediente:17-003986-0007-CO
Sentencia:004267-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de hábeas corpus contra LA DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA. La sentencia 004267-17 de las 9:15 horas del 21 de marzo, reclama violación a la libertad personal de los tutelados, ambos de nacionalidad kosovar, pues acusa que fueron detenidos y serán deportados de forma arbitraria por parte de la Dirección General de Migración y Extranjería. Lo anterior a pesar de que fueron condenados por el Tribunal Penal de Flagrancia del I Circuito Judicial de Guanacaste y que no pueden ser deportados a su país de origen, porque se encuentran protegidos por el artículo III, inciso 2), de la Convención Interamericana para el Cumplimiento de las Condenas Penales en el Extranjero, esto, porque los tutelados no han dado su consentimiento para ser trasladados. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre las competencias de la Dirección General de Migración y Extranjería, se cita el voto 011264-07.  b) Sobre la detención de los tutelados, la Sala conoció el caso por sentencia 001070-17 y determinó que la detención de los tutelados no resulta ilegítima, sino que se ajusta a normativa aplicable en estos casos, según lo dispuesto en el artículo 211, de la Ley General de Migración y Extranjería, el cual establece las medidas cautelares que se pueden acordar para garantizar la tramitación del procedimiento administrativo. c) Sobre la posibilidad de deportación de los tutelados, que se encuentran, bajo el beneficio de ejecución condicional de la pena por el plazo de tres años, cabe tener presente lo dispuesto en el artículo 229, de la Ley General de Migración y Extranjería, en donde esa Dirección General está facultada para ordenar la deportación, sin necesidad de que se conozcan los recursos interpuestos y, ello deviene de la excepción establecida por la Ley General de Migración y Extranjería N° 8764. Por otra parte, respecto a la aplicación de la Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, esta Sala considera que no resulta aplicable en el presente caso, por cuanto, la aprehensión administrativa que nos ocupa obedece a la condición migratoria irregular de los extranjeros tutelados en el país, y no a la ejecución de la condena impuesta por el Tribunal de Guanacaste, de manera que la DGME no está valorando el cumplimiento de dicha condena penal, sino su condición migratoria, al no contarse con elementos probatorios que demuestren su ingreso legítimo al país, al tenor de lo dispuesto en la Ley General de Migración y Extranjería N°8764. Por último, en cuanto, al tiempo en que se ha mantenido aprehendidos a los amparados, la Sala estima que ha sido el estrictamente necesario, ya que existen una serie de gestiones que deben ser efectuadas, tales como la coordinación de la entrega de la documentación de las personas extranjeras que debe ser emitida por la Embajada de Kosovo en Panamá, en virtud de que, en Costa Rica, no se cuenta con Embajada de ese país, por lo que esa Dirección General, ha realizado todas las gestiones necesarias con la representación consular de los nacionales de Kosovo en Panamá, que ha sido el enlace con el fin de tramitar y definir la situación de los tutelados. Con fundamento en las razones expuestas, dado que no que acredita lesión alguna a los derechos fundamentales de los tutelados, en los términos planteados por la recurrente en el libelo de interposición del presente recurso, y que la actuación de la autoridad recurrida se ajusta a las disposiciones legales vigentes, con respeto al debido proceso y a las garantías constitucionales, lo procedente es ordenar la desestimación del presente recurso, como en efecto se dispone. Se declara sin lugar el recurso.


	MINORIAS
	SE SOLICITA QUE SE ORDENE AL PODER EJECUTIVO EMITIR DECRETO PARA REGULAR LAS UNIONES DE PERSONAS DEL MISMO SEXO

Expediente:17-003139-0007-CO
Sentencia:005036-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Recurso de amparo contra el PODER EJECUTIVO. La sentencia 005036-17 de las 11:50 horas del 31 de marzo, plantea el tema de la obligación del Poder Ejecutivo de emitir una regulación, por medio de decreto ejecutivo, de la unión de personas del mismo sexo. Esto, en defecto de la emisión de una norma de rango legal, por parte de la Asamblea Legislativa, cumpliendo de esta forma, con las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por mayoría se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara con lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y ordena suspender su tramitación hasta que se resuelva la acción N° 13-013032-0007-CO. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.

	MUNICIPALIDAD
	CANCELACIÓN DE PATENTES DE VENDEDORES AMBULANTES EN LIMON

Expediente:16-014628-0007-CO
Sentencia:004385-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra el Alcalde y la Presidenta del Concejo, ambos de la municipalidad de Limón. La sentencia 004385-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, cuestiona la cancelación de las patentes de vendedores estacionarios de los amparados, sin haber realizado procedimiento administrativo previo y a pesar de que no incurrieron en falta alguna. Conviene reiterar la premisa de que, corresponde a las Municipalidades —y no a este Tribunal— dar permisos de uso a las personas que tengan el deseo de dedicarse al comercio por medio de ventas ambulantes o estacionarias. En este caso, la recurrente incluyó dentro de los amparados a una persona, que según consta en el Tribunal Supremo de Elecciones, éste falleció, más de un año antes de la decisión municipal que se objeta, por lo que se le excluye de este recurso. En cuanto al fondo, se indica que el permiso de uso que se otorga respecto de un bien demanial —como ocurre en este caso— es un acto jurídico unilateral que dicta la Administración, en el ejercicio de sus funciones, y lo que se pone en manos del particular es el dominio útil del bien, reservándose siempre el Estado el dominio directo sobre la cosa. Por lo anterior, la precariedad de todo derecho o permiso de uso es consustancial a la figura y alude a la posibilidad de que la Administración, en cualquier momento, lo revoque o disponga la reubicación del lugar en que se ejerce el permiso, ya sea por la necesidad del Estado de ocupar plenamente el bien, por construcción de una obra pública o por razones de seguridad, higiene o estética; todo ello en la medida que si llega a existir una contraposición de intereses entre el fin del bien y el permiso otorgado, debe prevalecer el uso natural de la cosa pública (sentencias: 005431-06, 012016-15). Aunado a lo anterior, debe tomarse en cuenta, que la Municipalidad de Limón comunicó a los amparados su decisión, tanto así que se tiene por demostrado que los últimos ocho la impugnaron. Lo anterior significa que tuvieron la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Ahora bien, si los recursos interpuestos no fueron resueltos a satisfacción de éstos, ello no compete conocerlo a este Tribunal, pues no le corresponde sustituir a la Administración en la resolución de los asuntos sometidos a su conocimiento, ya que no es una instancia más de aquel procedimiento. Una situación diferente acontece respecto de otro grupo de los amparados, quienes no fueron notificados. Al omitir comunicarles el acto administrativo tomado a los referidos patentados, el ayuntamiento accionado les ha negado la oportunidad de que conozcan las razones para revocar los permisos de ventas ambulantes y estacionarias, así como de objetar esa decisión. Se declara con lugar el recurso, únicamente, respecto de cinco de los amparados y por la falta de comunicación del acto municipal objetado. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Limón, que, en el plazo de cinco días, contado a partir de la notificación de esta resolución, le comuniquen a los patentados antes citados el acuerdo No. SM-634-2016 del 5 de setiembre de 2016, tomado por el Concejo de Limón. En cuanto a los demás amparados y por los otros hechos, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal da razones adicionales.


	PENAL
	REGISTRO PERSONAL DE DETENIDOS

Expediente:17-002738-0007-CO
Sentencia:003376-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez
Recurso de hábeas corpus contra el DIRECTOR DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, EL JEFE DE LA UNIDAD OPERATIVA DE DIRECCIÓN FUNCIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO Y EL ENCARGADO DE LA SECCIÓN DE CELDAS DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. En la sentencia 003376-17 de las 9:05 horas del 03 de marzo, el recurrente alega que el trato recibido durante la estancia en los despachos recurridos, al obligársele a desnudarse por completo. Revisada la prueba, considera la Sala que la revisión practicada resulta desproporcionada, violatoria de los derechos fundamentales del detenido. Esta práctica es tolerable únicamente a fin de resguardar la seguridad de la misma persona detenida y de los demás que se encuentran en esas circunstancias, así como del personal judicial y administrativo y de todas las personas usuarias, siempre que se realice en la forma y lugares adecuados y por el personal profesionalmente preparado al efecto. La Sala también observa que la práctica realizada por la autoridad recurrida incumple requisitos de razonabilidad de la medida, según los parámetros establecidos al respecto por esta Sala en la resolución número 2017-000656, en la cual se ha establecido que una medida será necesaria si es aquella que afecta menos la esfera jurídica de las personas, entre varias medidas aptas para alcanzar el fin. La Sala observa que aparte de la requisa, es posible utilizar otros métodos alternativos, como los equipos tecnológicos (detector de metales, escáner, etc.) para detectar la existencia de armas en una persona y paliar el riesgo para los funcionarios judiciales y usuarios, que es el motivo de preocupación del gestionante. En consecuencia, procede declarar parcialmente con lugar el recurso, en cuanto a la forma de practicar el registro personal al accionante, previo a su reseña y puesta en libertad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, contra la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a la forma de practicar el registro personal al amparado previo a su reseña y puesta en libertad. En lo demás extremos, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández López y Hernández Gutiérrez ponen nota.

	PENAL
	NO SE PUEDE TOLERAR LA RENUNCIA A LA GARANTÍA PROCESAL QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 37 CONSTITUCIONAL

Expediente:17-002589-0007-CO
Sentencia:004066-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de hábeas corpus contra el MINISTERIO PÚBLICO Y LA POLICIA DE CONTROL DE DROGAS DE PUNTARENAS. La sentencia 004066-17 de las 9:15 horas del 17 de marzo, analiza el caso de una embarcación que fue abordada por los oficiales recurridos, dándose una serie de irregularidades en el proceso de detención. En este caso, se resuelve lo siguiente: a) Sobre las condiciones de detención, según la prueba aportada, se desestima en cuanto a este aspecto. B) Sobre el allanamiento sin orden de juez en la embarcación, se cita el voto 11921-08. C) Por último, se reclama que los tutelados fueron obligados a firmar una prórroga de su detención, amenazados de que perderían su producto pesquero en caso de negarse. Los recurridos señalaron que los tutelados habían consentido de manera libre, voluntaria y espontánea en prorrogar su detención por 24 horas, con el fin de resguardar el pescado que se encontraba en las hieleras de la embarcación. Sobre la interpretación del artículo 37 constitucional, se cita el 111-17. Analizados las pruebas, la Sala estima que efectivamente se dio una violación a la libertad de tránsito de los tutelados, por cuanto la garantía que brinda el artículo 37 de la Constitución Política no es una protección sobre la cual puedan disponer las partes libremente. Se trata de un plazo perentorio para que las personas detenidas sean puestas a la orden de un juez. La importancia de la intervención del juez radica en la garantía que él representa para la persona detenida. No en vano, el juez de la etapa preparatoria del proceso penal funge como juez de garantías, velando por que la detención de las personas se ajuste a lo prescrito por el ordenamiento jurídico. En el caso de marras, si bien se indicó que la manifestación de los tutelados era libre, voluntaria y espontánea, lo cierto es que ellos la realizaron con la circunstancia de no sufrir una pérdida económica por la desmejora del producto que transportaban y, lo más grave, es que en ningún caso se puede tolerar una renuncia a la garantía procesal que constituye el artículo 37 constitucional, menos aún con la asesoría de la Defensa Pública. En caso de estimarse que el plazo de las 24 horas iba a expirar, lo procedente era poner a los tutelados a la orden de la autoridad judicial, quien determinaría la forma de proceder conforme a derecho. Nótese que la actividad probatoria extrañada puede ser ordenada por la autoridad judicial (artículo 242 del Código Procesal Penal), quien dispone de 48 horas adicionales para celebrar la audiencia respectiva (ordinal 238 del mismo código). En consecuencia, se declara con lugar el extremo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo con respecto a la violación al artículo 37 de la Constitución Política. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.


	PODER JUDICIAL
	REGISTROS DESACTUALIZADOS EN EL ARCHIVO CRIMINAL

Expediente:16-006599-0007-CO
Sentencia:004011-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el MINISTRO DE SEGURIDAD PUBLICA, el DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL y el JEFE DE LA OFICINA DE ATENCIÓN CIUDADANA DE CASA PRESIDENCIAL. En la sentencia 004011-17 de las 9:15 horas del 17 de marzo, se presentan dos reclamos. Por un lado, se acusa que el Archivo Criminal tiene registros desactualizados de su persona, toda vez que registra causas penales que fueron desestimadas o sobreseídas. Se indica que, la Sala confirmó mediante la resolución N° 2017-1566 del 1 de febrero de 2017, corregida mediante resolución N° 2017-2257 del 15 de febrero de 2017, que era constitucional mantener la información en ese archivo, al avalar la constitucionalidad del artículo 40 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial (por ese motivo, la Sala entra a conocer este asunto, puesto que este tipo de casos se remiten a la PRODHAB, conforme a la última jurisprudencia de la Sala). Si bien la autoridad recurrida no tiene la obligación de eliminar los registros, no menos cierto es que debe mantenerlos actualizados. (sentencia 17358-15). Respecto de la gestión planteada ante el Ministerio de Seguridad Pública, consta que si obtuvo respuesta. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General del Organismo de Investigación Judicial, que de inmediato gire las órdenes pertinentes para que se actualice la información contenida en el Archivo Criminal a nombre del tutelado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 


	PROPIEDAD
	SE ORDENA COORDINAR PREVIAMENTE, DESALOJO DE ADULTOS MAYORES DE UN BIEN DEMANIAL

Expediente:17-000990-0007-CO
Sentencia:004394-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE HEREDIA. La sentencia 004394-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el caso de dos adultos mayores que serán desalojados la recurrente alega los amparados, son adultos mayores y tienen, aproximadamente, 50 años de vivir en el terreno del estado; sin embargo, la Municipalidad de Heredia, les confirió un plazo de 30 días para desalojar tal inmueble, con el agravante de que no tienen otro lugar para vivir, ni la situación económica para enfrentar la situación descrita. En este caso, este Tribunal no pudo comprobar que las autoridades de la Municipalidad de Heredia ni del CONAPAM hayan remitido el caso de los amparados a alguna Red Comunitaria que pueda estudiar su caso y valorar si pueden ser incluidos en alguna red de cuido. De ahí que lo correspondiente sea ordenar al municipio accionado no ejecutar el desalojo mientras no se le brinde una opción a los amparados, donde puedan habitar dignamente. Finalmente, es preciso aclararle, a los interesados que sobre los bienes demaniales los particulares no pueden derivar derechos, de modo que es potestad de la Administración la de remover a sus ocupantes. La municipalidad accionada se encuentra legítimamente habilitada para recuperar el dominio del inmueble en cuestión, siempre y cuando se demuestre por las vías legales pertinentes su mejor derecho. En este contexto, si la petente considera que los amparados son legítimos poseedores del inmueble que ocupan, ello debe ser discutido y alegado en las instancias administrativas y jurisdiccionales que correspondan. No compete a la vía sumaria del amparo comprobar cuál es la naturaleza del inmueble, ni si es legitima la ocupación del amparado y su esposa. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente para resguardar la especial condición de las personas adultas mayores amparadas. Se ordena al Alcalde Municipal de Heredia, no ejecutar el desalojo en contra de los amparados, mientras no se les encuentre una solución digna donde ellos puedan habitar de una manera que no sea meramente temporal, para cuyo efecto deberán coordinar lo necesario con el CONAPAM y demás entidades competentes dentro del plazo de tres meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado ponen nota.


	SALUD
	INSTALACIÓN DE CÁMARAS EN HOSPITALES

Expediente:17-003021-0007-CO
Sentencia:004836-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo planteado a favor de los pacientes del Hospital Psiquiátrico Dr. Roberto Chacón Paut contra el DIRECTOR DE ENFERMERÍA, el DIRECTOR MÉDICO, el JEFE DE ÁREA DE INVESTIGACIÓN Y SEGURIDAD INSTITUCIONAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La sentencia 004836-17 de las 9:15 horas del 31 de marzo, cuestiona la instalación de cámaras de seguridad frente a las camas de los pacientes, lo que permite verlos en tiempo real mientras son atendidos, bañados y aseados, quedando su imagen expuesta y lesionando con ello, su derecho a la intimidad. Sobre este mismo tema, la Sala cita el voto 001969-17, en donde se indicó que, si bien resulta aceptable el uso de las cámaras, incluso como mecanismo de seguridad, estas no pueden ser instaladas en ámbitos sensibles donde se pueda lesionar la intimidad y dignidad de las personas. En este sentido, las cámaras referidas coadyuvan en la salvaguarda de la integridad física de los mismos pacientes, y por ello no se estima, que, bajo esas estrictas condiciones de uso, se lesionen sus derechos fundamentales, por lo que el amparo debe ser desestimado. Dado que lo alegado en este recurso, ya fue objeto de pronunciamiento de este Tribunal y al no existir razones que justifiquen variar el criterio allí expuesto, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal pone nota.


	SERVICIOS PUBLICOS
	NUEVO MODELO TARIFARIO PARA EL CÁLCULO DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES

Expediente:16-010651-0007-CO
Sentencia:004201-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo planteado por varios diputados, contra la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, el MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA, la REFINADORA COSTARRICENSE DE PETRÓLEO y la AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. La sentencia 004201-17 de las 11:55 horas del 17 de marzo, cuestiona la resolución No. RJD-230-2015 de 15 de octubre de 2015, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Público, que decretó el nuevo modelo tarifario para el cálculo de precios de combustibles, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 211 de 30 de octubre de 2015. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. Los Magistrados Jinesta Lobo, Salazar Alvarado y Hernández Gutiérrez salvan el voto y ordenan dar plazo a los recurrentes para plantear acción de inconstitucionalidad contra las resoluciones generales de la ARESEP que establecieron el modelo tarifario, así como el decreto ejecutivo que aprobó la política sectorial, para determinar si el llamado "subsidio oculto" lesiona los derechos del consumidor del artículo 46 de la Constitución. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 


	SERVICIOS PUBLICOS
	SE ORDENA INSTAURAR MECANISMO IDÓNEO PARA PROTEGER A USUARIAS EN ESTADO DE EMBARAZO QUE UTILICEN EL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO

Expediente:17-003118-0007-CO
Sentencia:004457-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

RECURSO DE AMPARO CONTRA LA COMPAÑÍA TRANSPORTISTA DEL SUROESTE, SOCIEDAD ANÓNIMA, EMPRESA DE AUTOBUSES COMTRASULI. La sentencia 004457-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el caso de una mujer embarazada, que abordó un autobús de la compañía recurrida y solicitó al chofer, en razón de su estado de embarazo, facilitarle un espacio preferencial, quien se negó hacerlo. Después de analizar los elementos probatorios aportados este Tribunal descarta la lesión a los derechos fundamentales de la recurrente, por cuanto no se ha logrado acreditar un trato discriminatorio hacia la recurrente. Nótese que en el momento en que la interesada abordó el autobús, los asientos preferenciales estaban ocupados por usuarios del servicio (preferenciales), y el chofer del automotor afirma que la tutelada no se veía en estado de gravidez, y ésta tampoco manifestó que se encontraba en estado de embarazo. Por ende, no es posible determinar fehacientemente que la amparada fuera discriminada por estar embarazada. Aunado a lo anterior, se observa que la accionante no presentó alguna denuncia a la Compañía Transportista del Suroeste, Sociedad Anónima, sino que optó por presentar este recurso de amparo. Finalmente, la Sala indica a la empresa recurrida que debe instaurar un mecanismo idóneo para proteger a las usuarias que se encuentren en estado de embarazo a efectos de resguardar su estado de gravidez durante el tiempo en que utilicen el servicio de transporte público. Si el estado de embarazo no es visible, se aplicará ese mecanismo una vez que la interesada se lo manifiesten al chofer. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Presidente de la Sociedad Compañía Transportista del Sureste Sociedad Anónima de lo expuesto en el considerando VI.


	TRABAJO
	SE CUESTIONA CONCURSO EXCLUSIVO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDADES PERMANENTES

Expediente:17-004557-0007-CO
Sentencia:004605-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra LA COMISIÓN INSTITUCIONAL DE EMPLEABILIDAD DEL PODER JUDICIAL, EL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL PODER JUDICIAL, EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE PERSONAL DEL PODER JUDICIAL Y LA PRESIDENTA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. La sentencia 004605-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, cuestiona el concurso N° 04-2017 realizado por el Poder Judicial, dirigido exclusivamente a las personas con discapacidades permanentes, conforme a la Ley N° 8862 y su reglamento. Considera que lo anterior violenta, de forma arbitraria, los derechos de los trabajadores interinos de la institución, porque dicho proceso no se lleva a cabo en igualdad de oportunidades y condiciones, al excluir a los funcionarios interinos que tienen muchos años de ocupar la misma plaza, quitándoles la posibilidad de conseguir estabilidad laboral y arrebatándoles su dignidad. ACERCA DEL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN Y LA POSIBILIDAD DE EMPRENDER ACCIONES AFIRMATIVAS, la Sala estima necesario indicar que el principio de igualdad, establecido en el artículo el artículo 33 de la Constitución Política, no tiene un carácter absoluto, pues no concede propiamente un derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino que más bien permite exigir que no se hagan diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales. Establecido lo anterior, es necesario aclarar que las acciones afirmativas, en cambio, son actuaciones del Poder Público tendentes a reducir prácticas discriminatorias contra sectores históricamente excluidos de la población —como personas desarraigadas, en estado de vulnerabilidad, o con alguna discapacidad física—, que normalmente se traducen en leyes y prácticas concretas pensadas para igualar las oportunidades de trabajo, voto y acceso a la educación de las minorías raciales y étnicas, mujeres y otros grupos en desventaja. Por ello, en lo tocante al derecho al trabajo de las personas discapacitadas, se cita la sentencia 19021-09. SOBRE EL CASO CONCRETO, es evidente que el concurso que aquí se objeta, justamente pretende cumplir los mandatos establecidos en la Constitución, la ley y los convenios internacionales aprobados en materia de no discriminación, porque persigue potenciar el derecho al trabajo de un grupo que tradicionalmente ha estado en condición de vulnerabilidad de cara a otros sectores de la sociedad costarricense. Dado lo anterior, la Sala Constitucional no advierte que su realización violente derecho fundamental alguno, al menos, en los términos en que lo alega el recurrente. En este sentido, recuerde este último que el funcionario interino goza de estabilidad impropia y no tiene un derecho subjetivo a que se le prorrogue su nombramiento en forma indefinida, ni a que por el simple transcurso del tiempo se le nombre en propiedad. Se rechaza por el fondo el recurso.


	TRABAJO
	DESPIDO DE FUNCIONARIA INTERINA POR FALTA DE IDONEIDAD

Expediente:17-003718-0007-CO
Sentencia:004532-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo interpuesto contra el JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO. La sentencia 004532-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el tema de la revocatoria del nombramiento de una funcionaria judicial, la cual, aduce que se hizo sin debido proceso y que el Consejo de Jueces, no tiene la competencia para tomar esa decisión.  Sobre los alcances del debido proceso en el caso de funcionarios interinos destituidos por la falta de idoneidad comprobada.  Por regla general, esta Sala ha indicado la imposibilidad constitucional de sustituir un interino por otro. Sin embargo, tal regla tiene varias excepciones, una de ellas se refiere a la falta de idoneidad. Sin embargo, lo anterior no significa que el funcionario interino quede en desprotección absoluta frente a su empleador y, al menos, se debe observar un mínimo de debido proceso comunicándole al
interesado las motivaciones que dan pie a su destitución. En ese orden de ideas, debe observarse un mínimo de debido proceso, que consiste, además de que la decisión debe basarse en razones objetivas (como lo sería la falta de idoneidad del funcionario), en comunicar al interesado formalmente, las razones en las que se sustentó la revocación de su nombramiento interino.  Asimismo, en su jurisprudencia, la Sala ha establecido los casos en los que resulta legítimo el cese de un funcionario interino debido a que, en el transcurso de su relación estatutaria, ha demostrado no poseer la idoneidad requerida para el desempeño del cargo. Este Tribunal ha aceptado que, si un funcionario interino no satisface criterios de idoneidad en el desempeño del cargo, puede hacérsele cesar por el daño al servicio público que puede estar causando (ver además las sentencias números 2007-015265 y 2011-010699). En el caso concreto, consta que a la recurrente se le dio debido proceso y, por otra parte, la discusión sobre las competencias del Consejo de Jueces y su composición, es de legalidad y no corresponden como tal examinarse en esta sede constitucional. Observándose de todas formas que, ciertamente el Consejo de Jueces es el máximo órgano del despacho y tiene la obligación de velar porque los funcionarios se encuentren desempeñando una labor eficiente. Se declara SIN LUGAR el recurso.


	TRABAJO
	SE ORDENA COMUNICAR A OFERENTE, RAZONES POR LAS QUE SE LE DECLARA NO IDONEO PARA EJERCER FUNCIONES

Expediente:17-002986-0007-CO
Sentencia:004449-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. La sentencia 004449-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el caso de una persona que presentó oferta de servicios para trabajar en el Ministerio de Seguridad Pública y acusa que se le indicó que no tenía idoneidad para ejercer funciones policiales, pero no le explicaron las razones ni los motivos por los cuales se tomó esa decisión. Sobre el derecho a la defensa en el proceso de selección de personal, se citan los votos 015032-12 y 014930-16. En este caso, después de analizar los elementos probatorios aportados, esta Sala verifica la lesión a los derechos fundamentales del recurrente y esta Sala estima que, en efecto, la Administración, al momento de realizar el escogimiento o selección de personal, debe resguardar el principio de idoneidad comprobada, pero también debe observar el principio de transparencia y el derecho de defensa de los oferentes interesados (ver sentencia 10888-11). Lo anterior, con el efecto de que el oferente que se encuentre disconforme con la decisión administrativa, tomada por las autoridades competentes, pueda impugnarla en el ejercicio de su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, que comunique al recurrente, dentro del plazo de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de la sentencia, las razones y los criterios evaluados que motivaron a declarar al amparado no idóneo para ejercer funciones policiales, y que se le otorgue el plazo respectivo para que pueda ejercer su derecho de defensa, con los recursos que correspondan. 


	TRABAJO
	PROCESO DE REESTRUCTURACIÓN Y REORGANIZACIÓN DEL IFAM

Expediente:17-002834-0007-CO
Sentencia:004436-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el INSTITUTO DE FOMENTO Y ASESORÍA MUNICIPAL (IFAM). La sentencia 004436-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el caso del proceso de reestructuración y reorganización del IFAM. En este caso, se impone advertir el criterio reiterado de este Tribunal, en el sentido de que, en una relación de empleo público, la protección del derecho al trabajo protegido por el artículo 56 constitucional contiene como uno de sus postulados a favor del trabajador el de la estabilidad en el puesto. Por lo anterior, los servidores sólo pueden ser removidos por vía de excepción, ante una causal de despido justificado, o en el caso de reducción obligada de servicios, siendo uno de los casos precisamente los procesos de reestructuración. Asimismo, se ha señalado que el sometimiento a un proceso legítimo de modernización, que garantice la óptima utilización de los fondos públicos y la más alta eficiencia en la prestación de los servicios encomendados a una institución, es, desde luego, un motivo legítimo para ejecutar cambios organizacionales que, en la mayoría de los casos, irremediablemente conllevan la supresión o el traslado obligatorio de ciertas plazas. No obstante, la aplicación por parte de la Administración debe ser ejecutada con absoluta objetividad, transparencia y seriedad. Bajo este orden de ideas, esta Sala admite que, si la nueva estructura no puede dar cabida a la reubicación de un funcionario, toda vez que las funciones sustantivas que venía desempeñando desaparecen, por suprimirse en atención a criterios de eficiencia y modernización, es legítimo su cese o traslado con apego a la disposición constitucional comentada. Sobre el tema de esta reestructuración, se cita el voto 017373-16, en donde se acredita que la afectación salarial negativa tomada contra los amparados no es ilegítima, sino que, la medida adoptada por la administración obedeció a la existencia de un proceso de reestructuración, lo cual constituye, como se indicó líneas atrás, un caso de excepción que resulta ser legítimo, y que no produce afectación a sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso.


	TRABAJO
	SE ORDENA VALORAR TRASLADO DE FUNCIONARIA PARA CUIDAR A SU HIJA, QUE ES UNA ADULTA CON DISCAPACIDAD

Expediente:17-002342-0007-CO
Sentencia:004202-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública (MEP). La sentencia 004202-17 de las 9:15 horas del 21 de marzo, analiza el tema de una funcionaria pública, a quien le fue negado un traslado solicitado a un lugar más cercano de su residencia, a fin de atender la salud de su hija, quien requiere de sus cuidados especiales debido a su padecimiento de síndrome cerebral orgánico, problemas de conducta y retardo moderado. Esta Sala ha tutelado aquellos casos en que un funcionario gestiona un traslado de su lugar de trabajo con el propósito de cuidar a un hijo menor de edad que requiere cuidados especiales por algún padecimiento. En este caso concreto, se trata de una adulta de 32 años, a quien no se le puede aplicar la Convención sobre Derechos del Niño, como pretende la tutelada. No obstante, por tratarse dicha hija de una mujer adulta con discapacidad, resulta plenamente aplicable lo dispuesto en el numeral 6 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Así, desde la perspectiva del Estado Social de Derecho y del Principio Cristiano de Justicia Social, cuando se trata de personas que requieren de cuidados especiales por los problemas en su salud derivados de una discapacidad, como sucede en este asunto, acudiendo a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y a nuestra propia Constitución Política, cuyo artículo 51 obliga al Estado a brindarles especial protección, entre otros, a la madre y el enfermo desvalido. Por consiguiente, de la prueba se advierte que, en realidad, se hizo omisión absoluta a los dictámenes y demás documentos aportados por la funcionaria para acreditar el estado de salud de su hija con discapacidad, y no se hizo ningún esfuerzo por conversar con la gestionante y procurar algún tipo de movimiento incluso a un sitio distinto a los que ella mencionó, en caso de que el traslado no fuera posible a alguno de los lugares inicialmente propuestos. En esta vía procede, examinar si la solicitud de traslado fue resuelta por la recurrida, valorando y tomando en cuenta la especial protección que merece su hija con discapacidad a tenor del ordinal 51 de la Constitución Política y el artículo 6 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Solo por este aspecto se acoge el recurso. Se declara CON LUGAR el recurso únicamente por resolver la solicitud de traslado de la tutelada sin tomar en cuenta la especial protección que merece su hija con discapacidad. En consecuencia, se le ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, dentro del plazo máximo de quince días naturales, contado a partir de la notificación de esta resolución, resuelva la solicitud de traslado planteada a favor de la recurrente el 27 de octubre de 2016, para cuyos efectos deberá tomar en consideración la especial protección que debe dársele a su hija con discapacidad. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez ponen nota. 


	TRABAJO
	NOMBRAMIENTOS POR PARENTESCO

Expediente:17-001605-0007-CO
Sentencia:004400-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra DIRECTORA DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La sentencia 004400-17 de las 9:15 horas del 24 de marzo, analiza el caso de una funcionaria, que fue sustituida por una interina, con menor categoría académica, pese a que estaba en propiedad. En este caso, se analiza el nombramiento por parentesco, en casos donde ya ha iniciado la relación laboral. Particularmente, las autoridades recurridas, han hecho una interpretación indebida de este numeral, pues aplicaron el artículo 9 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil- pese a que la recurrente ostenta nombramiento en propiedad desde el año 2007 en el puesto que reclama y, sobre el cual no se alega ningún problema en su desempeño. Lo anterior, por cuanto se nombró como directora a su hermana, en el año 2010. Sin embargo, es hasta el período 2017 -varios años después de ambos nombramientos- que las autoridades recurridas le indican que debían aplicarle el traslado en virtud de su relación por afinidad con la Directora y en aplicación del artículo 9 inciso b) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Así las cosas, este Tribunal concluye que se debe acoger el recurso por violación al derecho al trabajo de la recurrente, pues la actuación de las autoridades recurridas resulta ser arbitraria y contraria a derecho por las razones indicadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que se restituya a la recurrente en el pleno goce de sus derechos, en la plaza que venía ocupando desde 2007 en la Escuela Tres Ríos de Boruca.
 

	TRABAJO
	NIEGAN PERMISOS A MIEMBROS DE SINDICATO POR NO SER PRINCIPAL

Expediente:17-002273-0007-CO
Sentencia:004821-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. La sentencia 004821-17 de las 9:15 horas del 31 de marzo, analiza el caso de un sindicato, que acusan que el Consejo recurrido, no les otorgó permisos para actividades sindicales, en virtud de que la organización, no está conformada de manera exclusiva por servidores judiciales. Sobre la libertad sindical, se citan los votos 16871-08 y 13126-11. Sobre la pluralidad sindical, que ha reconocido la Sala, se cita el voto 13582-16 y lo señalado por el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la Organización Internacional del Trabajo, de manera que los trabajadores tienen libertad para crear nuevos sindicatos, asociarse a uno ya constituido o bien afiliarse a una seccional de un sindicato mayor, como es el caso del sub lite. Concomitantemente, se debe reconocer a los representantes de los trabajadores -ya sea de un sindicato principal o en una seccional- ciertas facilidades a fin de permitirles llevar a cabo sus funciones sindicales, tal y como lo menciona el Convenio Nº 135 de la OIT, de manera que, las mismas garantías que la ley y los diversos instrumentos internacionales les confieren a los dirigentes de la junta directiva nacional de un sindicato, les son aplicables a los integrantes de los comités de las seccionales de tal corporación sindical. En la especie, el Consejo Superior del Poder Judicial acordó denegar las facilidades sindicales solicitadas a favor de la Seccional UNT-OIJ debido a que el sindicato principal, sea la UNT, no está formado de manera exclusiva por servidores judiciales y porque los permisos en cuestión son solo para las organizaciones gremiales del Poder Judicial. Sin embargo, a la luz de las consideraciones esgrimidas, dicho acuerdo contraviene la pluralidad y libertad sindicales consagrados constitucional y convencionalmente, por lo que este amparo debe ser declarado con lugar. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el 2° punto del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el artículo LXXI de la sesión Nº 89-16 del 27 de setiembre de 2016. a los efectos de que ese órgano resuelva lo que en derecho corresponda, sin que resulte constitucionalmente válido rechazar las peticiones de los recurrentes con el argumento de que la Unión Nacional de Trabajadores y Trabajadoras no es una organización conformada de manera exclusiva por servidores del Poder Judicial. 


	TRABAJO
	SE CUESTIONA SUSPENSIÓN CAUTELAR SIN SALARIO

Expediente:17-000273-0007-CO
Sentencia:004810-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. La sentencia 004810-17 de las 9:15 horas del 31 de marzo, analiza el caso de un funcionario público, nombrado en propiedad, a quien se le abrió una causa penal y se dictó auto de apertura a juicio en su contra, razón por la cual, el recurrido, dispuso suspenderlo del cargo sin goce de salario a partir de dicha fecha y hasta que se resolviera en definitiva el caso. En este caso, consta que no pesa sobre el tutelado ninguna medida cautelar dictada en sede penal con ocasión de la causa. Actualmente, la Sala reconoce la posibilidad de suspender a un funcionario sin goce de salario, únicamente, cuando exista una razón, ajena a la voluntad del trabajador y el patrono, por la cual el funcionario no pueda cumplir su trabajo; toda vez que, en este supuesto, la relación laboral se suspende a la luz de lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Trabajo, sin responsabilidad para ninguna de las partes, de manera que tampoco está el patrono obligado a pagar el salario (véase en este sentido sentencia Nº2016-10302 de las 9:15 horas del 22 de julio de 2016). En virtud de todo lo anterior, en el sub lite, se acredita la lesión a los derechos fundamentales del tutelado. El Consejo Superior del Poder Judicial acordó suspender al recurrente sin goce de salario debido al auto firme de apertura a juicio dictado en su contra. Si bien el ordinal 27 inciso 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial faculta al Consejo Superior para suspender a un funcionario judicial cuando se dicte en su contra un auto firme de apertura a juicio, lo cierto es que ello, en tesis de principio, debe ser con goce salarial. Una suspensión cautelar sin salario solo es aceptable cuando se acredita la existencia de un motivo, ajeno a la voluntad del patrono y del trabajador, que impide que el funcionario se desempeñe en sus labores (verbigracia, una medida cautelar dictada en sede penal de privación de libertad, de suspensión del cargo público, o de impedimento de acercarse a ciertas personas que se ubican en el lugar de trabajo). Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el artículo LXXX de la sesión Nº91-16 del 4 de octubre de 2016, únicamente en la parte que dispone que la suspensión es sin goce de salario, de modo que se entienda que la suspensión dictada es con goce de salario. 


	TRABAJO
	IUS VARIANDI

Expediente:17-004212-0007-CO
Sentencia:004756-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo interpuesto contra EL COORDINADOR DEL CENTRO DE SERVICIO AL CLIENTE Y EL PRESIDENTE EJECUTIVO, AMBOS, DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE). En la sentencia 004756-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, se alega que, sin debido proceso, a funcionarias del servicio al cliente, les fue variado su horario de trabajo. Este Tribunal ha indicado que la Administración posee facultades de ius variandi, todo lo cual le permite realizar cambios en las condiciones laborales de sus servidores, en aras de garantizar la mejor prestación del servicio. En este sentido, el único interés que pueden tener estos asuntos para la jurisdicción constitucional, existe cuando el ejercicio de esas facultades resulta arbitrario o violatorio de los derechos y garantías constitucionales del interesado, todo lo cual, en tratándose de horarios, está relacionado con el respeto del artículo 58 de la Constitución Política. A criterio de este Tribunal, no se han vulnerado en forma directa los derechos fundamentales de las tuteladas, pues la decisión de variar su horario de trabajo fue adoptada por las autoridades del ICE, sin exceder los parámetros establecidos en el artículo 58 de la Constitución Política y los numerales 136 y 138 del Código de Trabajo y, aun así, dándoles una audiencia de cinco días para que se manifestaran sobre lo dispuesto. En estas condiciones, si la parte recurrente considera que el cambio de horario cuestionado es ilegal o lesiona supuestos derechos adquiridos, deberá acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. Se rechaza por el fondo el recurso.
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	ACUERDO
	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE COSTA RICA Y PALESTINA

Expediente: 17-002940-0007-CO
Sentencia: 004209-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre la República de Costa Rica y Palestina. Expediente Legislativo 19.482. La sentencia 004209-17 de las 9:15 horas del 21 de marzo, evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de «Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación entre la República de Costa Rica y Palestina”, que se tramita en el expediente legislativo número 19.482, no es inconstitucional.


	CIVIL
	HORA JUDICIAL

Expediente:17-003328-0007-CO
Sentencia:003612-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 148 del Código Procesal Civil. La sentencia 003612-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, cuestiona la norma en tanto señala que cuando se indique una hora precisa para practicar diligencias o actuación judicial, se entenderá que estas pueden comenzar válidamente hasta quince minutos después de la hora fijada, según el reloj del despacho. Podrán practicarse aún más tarde si existiere conformidad expresa de todas las partes del proceso o asunto a entera discreción del despacho, siempre que no se ocasionen trastornos en la oficina judicial. El lapso de quince minutos de atraso, permitido para iniciar cualquier diligencia o actuación judicial, se concederá solo por vía de excepción. La demora siempre deberá quedar justificada por el funcionario judicial respectivo, bajo su entera responsabilidad. Esta Sala ha señalado que “la aplicación indebida de la ley o su errónea interpretación en el caso concreto” no es materia propia de conocerse mediante la acción de inconstitucionalidad (sentencia No. 5966-94), razón por la cual, procede el rechazo de plano de la acción.


	COLEGIOS PROFESIONALES
	EXAMEN DE INCORPORACIÓN AL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS

Expediente:17-002508-0007-CO
Sentencia:003581-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 1 incisos 8, 9 y 10; artículo 18 inciso 6 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, aprobadas mediante Ley No. 9266 del 12/08/2014 y el Reglamento de Deontología Jurídica, Vigilancia y Excelencia Académica. La sentencia 003581-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, cuestiona las normas que establecieron el examen de incorporación al Colegio de Abogados y Abogadas.  La acción se rechaza de plano, por falta de asunto previo. 


	COLEGIOS PROFESIONALES
	COMPETENCIAS DE MIEMBROS DE COLEGIO DE INGENIEROS QUIMICOS

Expediente: 17-002813-0007-CO
Sentencia: 003593-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad planteada por el PRESIDENTE DEL COLEGIO DE INGENIEROS QUÍMICOS Y PROFESIONALES AFINES; contra el ARTÍCULO 93, INCISO J), DE LA LEY NO. 8412. La sentencia 003593-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, analiza si las normas son contrarias al principio de igualdad ante la ley y al principio de razonabilidad, toda vez que, establece que solo los profesionales químicos del Colegio de Químicos pueden solicitar la inscripción de productos o sustancias químicas peligrosas, lo que impide a los ingenieros químicos, realizar esa labor. SOBRE LA ALEGADA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD Y LA RESTRICCIÓN AL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN, se cita el voto 9865-16, sobre el tema ya la Sala vertió un criterio y no se aportan nuevos elementos. SOBRE LA ALEGADA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE IGUALDAD, se cita el voto 7228-05 y se indica que una norma puede, perfectamente, establecer un trato distinto a aquellas situaciones que posean diferencias de relevancia jurídica, siempre que ésta cuente con un fundamento razonable y proporcionado. Por lo anterior, siempre que se alegue violación al principio de igualdad, los interesados deben, necesariamente, ofrecer los parámetros de comparación o diferenciación que acrediten la existencia de una diferenciación de trato en condiciones igualitarias. En el caso concreto, se infiere que, si bien, ambas profesiones se desempeñan en el área de la química, lo cierto es que, se trata de dos tipos diferentes de profesionales, cuyo perfil profesional y formación académica difieren. En otras palabras, cada uno de los profesionales en cuestión, poseen elementos diferenciadores, no solo, desde el punto de vista académico, en el que deben aprobar un plan de estudios afín al título que se emite; sino también, desde el punto de vista del ejercicio de la profesión, toda vez que, este se encuentra regulado de forma específica para cada uno, a través de Colegios Profesionales distintos. Aunado a lo anterior, de lo expuesto en la sentencia No. 9865-2016, se desprende que, el legislador en uso de su libertad de configuración, optó por asignar determinadas funciones a los ingenieros químicos y otras a los químicos, basados en criterios técnicos, que no corresponde a esta Sala examinar, a efecto de determinar si los ingenieros químicos se encuentran, técnicamente, capacitados para inscribir productos químicos peligrosos ante el Ministerio de Salud. Con fundamento en lo anterior, estima este Tribunal que la diferenciación que establece el artículo 93, inciso j), de la Ley No. 8412, resulta objetiva y razonable, dado que, los ingenieros químicos no se encuentran en las mismas circunstancias de hecho, ni de derecho, que los profesionales en química, situación ante la cual no resulta posible brindar el mismo tratamiento jurídico. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia No. 9865-2016 de las 09:20 hrs. de 13 de julio de 2016, en cuanto a la alegada violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la alegada violación al principio de igualdad. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y ordena dar curso a la acción.


	COMERCIO
	REQUISITOS PARA LA INSTALACIÓN DE PLANTAS DE COMERCIALIZACIÓN DE HIDROCARBUROS

Expediente:14-003388-0007-CO                                 
Sentencia:003227-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Acción de inconstitucionalidad contra la Norma 7.4 del Reglamento para la Regulación del Sistema de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos. Decreto Ejecutivo No. 30131-MINAE-S del 20-12-2001, publicado en La Gaceta No. 43 del 01 de marzo del 2002.
La sentencia 003227-17 de las 10:15 horas del 01 de marzo, analiza la facultad de las compañías privadas que prestan o prestarían el servicio de agua potable, para conceder los permisos referentes a la instalación de los tanques de almacenamiento de combustibles de las estaciones de servicio, pese a que estas agrupaciones no disponen de la infraestructura necesaria para determinar si la colocación de determinado tanque de almacenamiento en un sitio específico produce o no contaminación, a diferencia del AyA, SENARA, la Comisión Nacional de Emergencias, entre otras instituciones. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro, y las Magistradas Hernández López y Campos Calvo, declaran sin lugar la acción, siempre y cuando se interprete que el pronunciamiento de la compañía de agua potable a que se refiere el artículo 7.4 del decreto número 30131-MINAE-S, debe solicitarse únicamente cuando el Instituto Nacional de Acueductos y Alcantarillados no presta el servicio de agua potable, y que el pronunciamiento del SENARA es un requisito ineludible en todos los casos. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.


	COMERCIO
	LIMITACIONES A LA IMPORTACIÓN DE VEHICULOS NUEVOS
SE SOLICITA ADICIÓN Y ACLARACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE CURSO
Expediente:17-002498-0007-CO
Sentencia:004307-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 Bis del Decreto Ejecutivo No. 32458-H, adicionado por medio del Decreto Ejecutivo No. 39941-H de 10 de agosto de 2016, publicado en La Gaceta No. 205, Alcance No. 233 el 26 de octubre de 2016. La sentencia 004307-17, resuelve una gestión planteada por el Ministro de Presidencia, en donde solicita se aclare los alcances de la resolución que da curso a la acción de inconstitucionalidad, sobre lo que indica la Sala, que la resolución no contiene ninguna imprecisión o ambigüedad que impida su ejecución material y, no puede la administración, soslayar, lo que en esta materia disponen los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. No ha lugar a la gestión formulada. 


	COMERCIO
	PROCEDIMIENTO PARA CONCESIONES DE AGUAS

Expediente: 17-002905-0007-CO
Sentencia: 003219-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad planteada por varios diputados, contra el artículo 181 de la Ley de Aguas. No. 276 del 27/08/1942. Publicada en La Gaceta No. 190 del 28/08/1942. La sentencia 003219-17 de las 9:15 horas del 01 de marzo, cuestiona la norma describe el procedimiento para las concesiones de agua, según la cual, el MINAE no tiene plazo para la toma de decisiones. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación y en todo caso, se menciona que el retraso en la resolución de las solicitudes de concesión de agua por parte del MINAE, es un tema que puede ser, directamente, discutido por los afectados mediante el ejercicio de las acciones y los procesos que el ordenamiento prevé con ese fin, en la Jurisdicción ordinaria. 

	CONVENIO
	CONVENIO SOBRE LA CIBERDELINCUENCIA

Expediente:17-003307-0007-CO
Sentencia:004221-17
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Consulta Legislativa Preceptiva referente Aprobación de la Adhesión al Convenio sobre la Ciberdelincuencia. Expediente Legislativo 18.484. La sentencia 004221-17 de las 9:15 horas del 21 de marzo, evacua la consulta formulada, en el sentido que el proyecto de Ley de la "Aprobación de la Adhesión al Convenio sobre la Ciberdelincuencia", expediente legislativo No. 18.484, contiene un vicio sustancial del procedimiento legislativo de consulta al Poder Judicial, de conformidad con el artículo 167 de la Constitución Política; y en cuanto al fondo, no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.
  

	EDUCACION
	MANUAL DE UBICACIÓN Y REFERENCIA DEL ESTUDIANTADO EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD HACIA DIFERENTES SERVICIOS EDUCATIVOS

Expediente: 17-002750-0007-CO
Sentencia: 003214-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra Manual de Ubicación y referencia del Estudiantado en Condición de Discapacidad hacia diferentes Servicios Educativos. Circular DVM-AC-010-2013 del Ministerio de Educación del 22/03/2013. La sentencia 003214-17 de las 9:15 horas del 01 de marzo, cuestiona la circular cuestionada, no hace la inclusión en forma adecuada, de las personas con alguna discapacidad, al sistema educativo, según los instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica. En este caso, se presentó otra acción de inconstitucionalidad que se está tramitando, bajo el expediente 17-002751-0007-CO y a fin de evitar fallos contradictorios o que se produzcan retrasos innecesarios, se ordena el archivo del expediente.

	EDUCACION
	MANUAL DE UBICACIÓN Y REFERENCIA DEL ESTUDIANTADO EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD HACIA DIFERENTES SERVICIOS EDUCATIVOS

Expediente: 17-002751-0007-CO
Sentencia: 003591-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra Manual de Ubicación y referencia del Estudiantado en Condición de Discapacidad hacia diferentes Servicios Educativos. Circular DVM-AC-010-2013 del Ministerio de Educación del 22/03/2013. La sentencia 003591-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, acusa que la circular cuestionada, no hace la inclusión en forma adecuada, de las personas con alguna discapacidad, al sistema educativo, según los instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica. La acción se rechaza de plano, por cuanto el acto no cumple lo dispuesto en el artículo 78 párrafo 2 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto a exponer los fundamentos, en forma clara y precisa. 


	ELECTORAL
	LIMITAN PARTICIPACIÓN POLITICA A LOS AUDITORES INTERNOS

Expediente: 17-002370-0007-CO
Sentencia:003579-17 
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 266 del Código Electoral y el artículo 34 de la Ley General de Control Interno. La sentencia 003579-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, cuestiona las normas que prohíben a los funcionarios de auditorías internas, realizar actividades político-partidarias. Se rechaza de plano la acción, por cuanto se formuló de manera prematura, por cuanto, a la fecha de interposición, no existe en trámite un procedimiento para agotar la vía administrativa que pueda estimarse como asunto base idóneo. 


	FAMILIA
	LEY DE PATERNIDAD. SOLICITAN ADICIÓN Y ACLARACION

Expediente:08-006261-0007-CO
Sentencia: 003969-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 inciso e) de la Ley de paternidad. La sentencia 003969-17 de las 9:15 horas del 15 de marzo, reitera la adición y aclaración planteada, respecto de la sentencia 11098-09 del 10 de julio del 2009, planteada por la jueza de familia de Desamparados; no obstante, se le indica que ya esa gestión fue resuelta, por lo que debe estarse la gestionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia No. 2374-2017 de las 10:30 hrs. de 15 de febrero de 2017.

	LEY
	LEY SOBRE IMPUESTO A PERSONAS JURIDICAS

Expediente: 17-000854-0007-CO
Sentencia: 003262-17
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Consulta Legislativa Facultativa, referente al Proyecto de Ley sobre el Impuesto a Personas Jurídicas. Expediente Legislativo No. 19818. La sentencia 003262-17 de las 9:05 horas del 03 de marzo, por unanimidad, se evacua la consulta formulada, en el sentido de que el Proyecto de Ley "Impuesto a las Personas Jurídicas”, expediente legislativo N° 19.818, en cuanto a los aspectos de forma específicamente consultados, no presenta ninguna violación esencial al procedimiento legislativo capaz de invalidarlo. Por mayoría (Cruz Castro, Castillo Víquez, Rueda Leal y Hernández López), se concluye que el inciso a), del artículo 3, del Proyecto de Ley "Impuesto a las Personas Jurídicas”, en relación con el principio de capacidad contributiva, no es inconstitucional. El Magistrado Rueda Leal agrega una nota. Los Magistrados Jinesta Lobo, Salazar Alvarado y Hernández Gutiérrez salvan parcialmente el voto en cuanto a este punto y evacuan la consulta en el sentido de que dicha norma es contraria a los principios constitucionales de capacidad contributiva, igualdad tributaria, no confiscatoriedad e inviolabilidad de la propiedad privada, establecidos en los artículos 18, 33, 40 y 45, de la Constitución Política. En lo atinente a las demás dudas por el fondo, de manera unánime, se señala que no hay inconstitucionalidad alguna. Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes. Comuníquese.


	MUNICIPALIDAD
	DEBER DE CONSTRUIR ACERAS Y DARLES MANTENIMIENTO

Expediente: 17-003487-0007-CO
Sentencia: 003623-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 75 inciso d) del Código Municipal. La sentencia 003623-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, cuestiona el Plan Regulador Municipal, aduciendo que las personas físicas o jurídicas, propietarias o poseedoras, por cualquier título, de bienes inmuebles, deberán cumplir las siguientes obligaciones: d) Construir las aceras frente a sus propiedades y darles mantenimiento. Se rechaza de plano la acción, porque lo debatido es un asunto de legalidad, que debe ser analizado en la vía ordinaria. 


	NOTARIOS
	ACCESO AL RECURSO DE CASACIÓN PARA NOTARIOS

Expediente: 17-002530-0007-CO
Sentencia: 003582-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia referente al artículo 158 del Código Notarial. En la sentencia 003582-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, el accionante acusa que la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia ha interpretado, de forma reiterada, que, a la luz del artículo 158 del Código Notarial, no procede el recurso de casación a favor del notario público sometido a un proceso disciplinario en que haya mediado una pretensión pecuniaria cuando tal pretensión ha sido desestimada por los tribunales de instancia. La lectura integral del artículo 158 del Código Notarial, permite constatar que el criterio jurídico de la Sala Primera se corresponde, de forma clara, con el contenido e intención de tal numeral, en tanto este vincula la admisibilidad del recurso de casación a la existencia y enjuiciamiento de una pretensión resarcitoria. Esto se deriva de lo previsto en el párrafo primero del mencionado artículo, en cuanto dispone que cabrá recuso ante la Sala de Casación “[s]i hubiere mediado pretensión resarcitoria” y se confirma con lo indicado en el párrafo segundo de ese mismo numeral, al agregar que “[e]n tales casos, la competencia del tribunal de casación se limitará a lo pecuniario”, sea, que lo que determina la admisibilidad del recurso es que este se relacione con la existencia y enjuiciamiento de una pretensión resarcitoria. En consonancia con lo anterior, la Sala de Casación podrá revisar lo disciplinario, en cuanto a “la existencia o inexistencia de la falta atribuida al notario”, en la medida que esto incida en la pretensión resarcitoria. Interpretación que, por lo demás, coincide con el análisis que ha realizado este Tribunal respecto del contenido de dicha disposición normativa, en la sentencia 09888-14. De la sentencia transcrita se deriva que, en efecto, la distinción contenida en la norma en estudio, referente a los supuestos en que sí procede el recurso ante la Sala de Casación, obedece, justamente, al tipo de pretensión que se esté juzgando y a la posición jurídica que, en consecuencia, asuma el notario público, de forma tal, que, si solo está en discusión el tema disciplinario, de forma autónoma o exclusiva, no procede tal recurso y, por el contrario, si está en juego una pretensión resarcitoria, entonces sí procede el recurso de casación, de acuerdo a la cuantía. Lo que resulta congruente, plenamente, con la jurisprudencia impugnada en este proceso de inconstitucionalidad. A lo que debe agregarse que esta Sala ha resuelto, de forma reiterada, al conocer de diversas acciones formuladas en contra de la citada disposición normativa, por las limitaciones impuestas para acceder al recurso de casación, en lo referente al aspecto disciplinario, que estas no infringen ni el debido proceso ni el derecho de defensa o de acceso a la justicia (ver sentencias 04867-04, 020451-14, y 009834-15). En virtud de lo anterior, se rechaza por el fondo la acción.


	NOTARIOS
	ACCESO AL RECURSO DE CASACIÓN PARA NOTARIOS
ADICION Y ACLARACION

Expediente: 17-002530-0007-CO
Sentencia: 004308-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia referente al artículo 158 del Código Notarial. La sentencia 004308-17 de las 9:15 horas del 22 de marzo, resuelve la gestión de adición y aclaración planteada por el accionante, sobre la sentencia 003582-17, la cual es rechazada, por cuanto lo que pretende es cuestionar lo resuelto. No ha lugar a la gestión formulada.  


	PENAL
	FRAUDE DE SIMULACIÓN

Expediente:17-002288-0007-CO
Sentencia:003578-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 216 y 218 del Código Penal, 456 y 467 del Código Procesal Penal. La sentencia 003578-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, acusa que las normas cuestionadas restringen de manera excesiva el acceso al recurso de casación. En lo que atañe a la impugnación de los artículos 216 y 218 del código penal, la acción es inadmisible por no existir asunto previo. en lo que respecta a la impugnación de los artículos 456 y 467 del código procesal penal, la acción también es inadmisible, por la falta de medio razonable, entre lo impugnado en esta oportunidad y las disposiciones aplicadas en el proceso que sirven de asunto base a esta acción. De ahí que, justamente, el reclamo de inconstitucionalidad de la norma impugnada en esta ocasión no constituye un medio razonable de amparar o defender el interés que estima vulnerado el actor, habida cuenta que el Legislador, en materia procesal, dispone de una libertad de configuración para determinar qué resoluciones son pasibles del recurso de casación. Se rechaza de plano la acción.


	PENAL
	REQUISITOS DEL RECURSO DE CASACION

Expediente:17-002288-0007-CO
Sentencia:003578-17
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 216 y 218 del Código Penal, 456 y 467 del Código Procesal Penal. La sentencia 003578-17 de las 10:10 horas del 08 de marzo, acusa que las normas cuestionadas restringen de manera excesiva el acceso al recurso de casación. En lo que atañe a la impugnación de los artículos 216 y 218 del código penal, la acción es inadmisible por no existir asunto previo. en lo que respecta a la impugnación de los artículos 456 y 467 del código procesal penal, la acción también es inadmisible, por la falta de medio razonable, entre lo impugnado en esta oportunidad y las disposiciones aplicadas en el proceso que sirven de asunto base a esta acción. De ahí que, justamente, el reclamo de inconstitucionalidad de la norma impugnada en esta ocasión no constituye un medio razonable de amparar o defender el interés que estima vulnerado el actor, habida cuenta que el Legislador, en materia procesal, dispone de una libertad de configuración para determinar qué resoluciones son pasibles del recurso de casación. Se rechaza de plano la acción.


	PENSIONES ALIMENTARIAS
	REAJUSTE DE PENSIONES ALIMENTARIAS PACTADAS EN DOLARES

Expediente:17-001083-0007-CO
Sentencia:003230-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia no escrita de los Juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias, en materia de reajustes automáticos de pensiones pactadas en dólares. Se rechaza de plano la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 


	PODER JUDICIAL
	INTERVENCIÓN DE MAGISTRADOS CON INHIBITORIA POR FALTA DE LA DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS SUPLENTES

Expediente:17-003173-0007-0007-CO
Sentencia:004005-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Consulta Judicial planteada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal referente al artículo 29 inciso 2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La sentencia 004005-17 de las 10:40 horas del 15 de marzo, cuestiona la norma, en tanto permite que magistrados que tienen causal de inhibición intervengan en una causa a falta de designación de suplentes por la Asamblea Legislativa. Se evacúa la consulta en el sentido que, de acuerdo a los precedentes de esta Sala, el artículo 29, inciso 2), de la Ley Orgánica del Poder Judicial no es inconstitucional. La Magistrada Hernández López pone nota.  
 

	PODER JUDICIAL
	COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA

Expediente:17-000373-0007-CO
Sentencia:004734-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 86 de la Ley de Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural, Ley No. 9036, del 22 de marzo de 2012.  La sentencia 004734-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, resuelve una gestión de adición y aclaración, en donde el accionante solicita aclarar la resolución de curso de esta acción, dictada a las 11:13 horas del 20 de febrero del 2017; no obstante, la Sala rechaza la gestión, por cuanto no contiene ninguna imprecisión o ambigüedad que impida su ejecución material. No ha lugar a la gestión formulada. 


	PROPIEDAD
	LEY DE INFORMACIONES POSESORIAS

Expediente: 17-003492-0007-CO
Sentencia: 003994-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Informaciones Posesorias y el Registro Nacional y de Catastro. La sentencia 003994-17 de las 9:15 horas del 15 de marzo, cuestiona el procedimiento de inscripción de planos. Se rechaza de plano la acción, por cuanto el reclamo del accionante se centra en actuaciones y omisiones del Registro Nacional, sobre un bien inmueble particular, lo cual, resulta ajeno a las competencias otorgadas a este Tribunal, vía acción de inconstitucionalidad.


	PROPIEDAD
	RESOLUCIONES JUDICIALES

Expediente:17-004473-0007-CO
Sentencia:004766-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra resoluciones del Tribunal de Apelaciones del Contencioso Administrativo, respecto un incidente de cobro de honorarios de peritaje, en un caso de expropiación. La sentencia 004766-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, rechaza de plano la acción, por cuanto, ya se ha señalado que la aplicación indebida de la ley o su errónea interpretación en el caso concreto, no es materia que deba conocerse mediante acción de inconstitucionalidad. (Sentencia 5966-94). 


	PROTOCOLO
	ENMIENDA DEL ACUERDO DE MARRAKECH 

Expediente: 17-002939-0007-CO
Sentencia: 004208-17
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Consulta Legislativa Preceptiva referente Aprobación del Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, hecho en Ginebra el 27/11/2014 y su anexo. (Acuerdo sobre Facilitación del Comercio). Expediente 19.711. La sentencia 004208-17 de las 9:15 horas del 21 de marzo, evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "Aprobación del ‘Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio; hecho en Ginebra el 27 de noviembre de 2014; y su anexo  (Acuerdo sobre la facilitación del comercio)”, expediente legislativo número 19.711, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Comuníquese.


	SALUD
	OBLIGACIÓN DE LA CCSS DE IMPLEMENTAR LAS NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A PROGRAMAS SELECTIVOS Y DE SALUD

Expediente:16-012284-0007-CO
Sentencia:004797-17
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Acción de inconstitucionalidad planteada por la PRESIDENTA EJECUTIVA DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, para que se declare inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 36042-S, Oficialización de las "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud", del 10 de mayo de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 118 del 18 de junio de 2010. La sentencia 004797-17 de las 10:30 horas del 29 de marzo, cuestiona la norma que impone una serie de obligaciones a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) que no corresponden a la institución, conforme al artículo 73 de la Constitución Política y al artículo 1 de su Ley Constitutiva, de una manera contraria a la autonomía institucional reconocida constitucionalmente, específicamente, acreditar si una persona con algún grado de discapacidad debe ser beneficiaria de un bono de la vivienda, puesto laboral o incluso un lugar o espacio en un estacionamiento. Manifiesta que hay una violación al artículo 73 de la Constitución Política, al establecer el Decreto impugnado el uso de fondos públicos institucionales en materia que no es de competencia de la CCSS, además de endilgarse una serie de funciones y servicios que deberá ofrecer sin financiamiento e, incluso, a personas que no cuentan con aseguramiento ante la seguridad, con cargo al seguro de salud. Estima que el contenido del Decreto impugnado permite que sujetos privados no asegurados obtengan valuación, control y registro en materia de discapacidad, lo cual pueden utilizar para fines privados (empleo en sector privado) o solicitudes sociales públicas o privadas (becas-bonos y otros beneficios), con cargo al seguro de salud. Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto número 36042 "Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010, así como el conjunto de disposiciones denominadas "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud". De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional esta sentencia es declarativa y sus efectos se retrotraen a la fecha de promulgación del Decreto anulado, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Publíquese la reseña respectiva en el Diario Oficial la Gaceta y el texto íntegro en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal dan razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.


	SEGURIDAD SOCIAL
	NORMA TÉCNICA DEL SEGURO OBLIGATORIO DE RIESGOS DEL TRABAJO

Expediente: 17-003926-0007-CO
Sentencia: 004750-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 8. 11.2.c, 15.1 y 15.3, Capítulo III (específicamente, los artículos 5 y 17), Capítulo VI (específicamente los artículos 28, 31 y 35) y Capítulo VII (específicamente, el artículo 74) de la Norma Técnica del Seguro Obligatorio de Riesgos del Trabajo, publicada en el alcance No. 95 de la Gaceta del 10/06/2016. La sentencia 004750-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, cuestiona las normas alegando que las cargas para los patronos son excesivas. La acción se rechaza de plano, porque el escrito de invocación no cumple los requisitos mínimos exigidos, a fin de establecer, el carácter incidental de la acción. 


	TRABAJO
	REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL

Expediente: 17-002809-0007-CO
Sentencia:003217-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo 

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para regular los procedimientos administrativos de carácter disciplinario de la Universidad Nacional. Aprobado por el Consejo Universitario en sesión del 19 de febrero del 2004, modificado por el Reglamento del Régimen Disciplinario de la Universidad Nacional, según acta No. 3534 del 25/02/2016. La sentencia 003217-17 de las 9:15 horas del 01 de marzo, cuestiona un procedimiento administrativo, con base en el reglamento que se cuestiona y alega que el reglamento, no ha sido debidamente publicado, aspecto que considera esta Sala, no es objeto de control de constitucionalidad, sino de legalidad, por lo que procede rechazar de plano la acción. 


	TRABAJO
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE ANULACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS
Expediente: 17-002907-0007-CO
Sentencia: Pendiente
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la interpretación de la Sala Segunda en su jurisprudencia, en el sentido de que la jurisdicción laboral está facultada para anular actos administrativos cuando conoce de pretensiones de funcionarios públicos. La sentencia 004741-17 de las 9:15 horas del 29 de marzo, rechaza de plano la acción, por cuanto no se invocó la inconstitucionalidad de la jurisprudencia en el asunto base, por lo que la acción no constituye un medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado. Se rechaza de plano la acción. 


	TRANSITO
	MULTAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA DE TRÁNSITO

Expediente: 17-000063-0007-CO
Sentencia: 004302-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 164, último párrafo, in fine, y 190 de la Ley de Tránsito No. 9078, publicada en el alcance digital No. 165 de la Gaceta No. 207 del 26 de octubre de 2012. La sentencia 004302-17 de las 9:15 horas del 22 de marzo, analiza en primer término, el que una boleta por infracción a la Ley de Tránsito, no tiene recurso ulterior en vía administrativa. Este Tribunal no comparte los argumentos del accionante. En efecto, el artículo 164 impugnado dispone que la resolución dictada por COSEVI pone fin al procedimiento administrativo y la sanción puede ser ejecutada de inmediato. No obstante, el afectado puede impugnar la resolución ante la jurisdicción contencioso-administrativa. En cuanto al privilegio de ejecución inmediata, se debe recordar el actor que la característica de los actos administrativos es su ejecutoriedad, tal y como lo dispone el artículo 140 de la Ley General de la Administración Pública. Sobre el artículo 190 de la Ley No. 9078, reclama que esta disposición lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues dispone períodos de prescripción diferentes, sin que exista sustento objetivo para tal diferencia. No obstante, el accionante no aporta ningún parámetro que permita a este Tribunal determinar la violación a tales principios. Se citan los votos 6472-96, 1797-97 y 000856-01. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 164 de la Ley de Tránsito No. 9078. En lo demás, se rechaza de plano.

	TRANSITO
	REFORMA A LA LEY DE TRANSITO

Expediente:17-001989-0007-CO
Sentencia:003634-17
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Consulta Legislativa Facultativa referente al proyecto de reforma a la Ley No. 9078. Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial del 04 de octubre del 2012. Expediente Legislativo No. 19.636. La sentencia 003634-17 de las 11:45 horas del 08 de marzo, por mayoría se evacua por el fondo la consulta formulada, en el sentido que la adición del inciso h) al artículo 143 de la Ley No. 9078, que promueve el artículo 5 del proyecto legislativo No. 19.636, no se encuentra afectada por el vicio de inconstitucionalidad argüido por los consultantes, toda vez que el sujeto activo de la conducta descrita en dicho inciso solo puede ser el propietario del automóvil, conforme a la redacción vigente de los artículos 38 y 39 de la Ley No. 9078. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto, y evacúa la Consulta en el sentido que la propuesta de inciso h) del artículo 143 de la Ley de Tránsito, presenta un vicio de constitucionalidad al adolecer de identificación del sujeto activo de la conducta sancionada. La Magistrada Garro Vargas salva el voto parcialmente y evacúa la Consulta en el sentido que la propuesta de inciso h) del artículo 143 de la Ley de Tránsito presenta un vicio de constitucionalidad por no precisar el sujeto activo de la conducta sancionada, pero estima que solo cabría lesión del principio de proporcionalidad si se interpretara que aquel es el conductor.


	TRIBUTARIO
	RESOLUCION DE TRIBUTACION DIRECTA SOBRE SOLICITUD DE INFORMACION DE ACCIONISTAS

Expediente: 17-002372-0007-CO
Sentencia: 003207-17
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8 y artículo 3 anexo a) de la resolución número DGT-R-30-2014 de las 9:40 horas del 24/07/2014 del Director General de Tributación Directa. La sentencia 003207-17 de las 9:15 horas del 01 de marzo, cuestiona la resolución que obliga a entregar información relativa a los accionistas de la empresa, bajo pena de sanción. En este caso, pese a la prevención realizada, no se aportó lo solicitado, por lo que procede el rechazo de plano de la acción. 



 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Estadística mensual de asuntos ingresados




ESTADISTICA DE ASUNTOS INGRESADOS A LA SALA CONSTITUCIONAL MES DE MARZO 2017
 
 
 
Cuadro N°1: Presenta la totalidad de los expedientes ingresados. Se debe aclarar que, en la Sala Constitucional, no hay un consecutivo de expedientes, pues muchos de ellos, son asuntos que se arman repetidos, que se hace un salto en el sistema o bien que se presentan mal. Razón por la cual, son eliminados del sistema. No obstante, para un mayor control, se llevan los asuntos que ingresan en su totalidad, haciendo las diferencias respectivas.
	 
INGRESADOS POR NUMERO DE EXPEDIENTE

	 

	 Por Tipo de Asunto
	 

	
	 

	Recursos de Amparo
	1748

	Hábeas Corpus
	87

	Acciones de Inconstitucionalidad
	30

	Consultas Legislativas
	1

	Consultas Judiciales
	1

	Conflictos de Competencia
	0

	Otros (Saltos, repetidos, etc)
	33

	TOTAL
	1900


Cuadro N°2: Presenta información general que se registra de cada uno de los asuntos de garantía (amparos y hábeas corpus) que ingresan a la Sala Constitucional, a fin de determinar los porcentajes de personas que recurren, bajo ciertas circunstancias, como: 

· En representación de una persona jurídica
· Con abogado
· Por género
· O bien, los asuntos que ingresan en horas hábiles y cuantos en horas no hábiles. 
	 
	 
	 

	DATOS GENERALES DE ASUNTOS DE GARANTÍA 
	
	

	mar-17
	
	

	 
	NUMERO 
	PORCENTAJE

	ASUNTOS DE GARANTÍA
	1835
	100%

	Personas Jurídicas que recurrieron
	147
	8,01

	
	
	

	Personas que recurren con abogado
	447
	24,35

	
	
	

	Recurrentes por género
	 
	 

	
	
	 

	Hombres
	954
	51,98

	Mujeres
	762
	41,52

	Ambos
	92
	5,013

	Menor
	27
	1,47

	Asuntos que ingresan en turno (horas no hábiles)
	231
	12,58


Cuadro N°3: Este cuadro registra las áreas involucradas del estado que se encuentran recurridas en la Sala, a partir de los asuntos de garantía que ingresaron durante el mes de MARZO 2017

	AREA INVOLUCRADA DEL ESTADO
	NUMERO 
	PORCENTAJE

	CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL
	567
	30,89

	PODER EJECUTIVO
	542
	29,53

	MUNICIPALIDAD
	219
	11,93

	AUTONOMAS 
	192
	10,46

	PODER JUDICIAL
	156
	8,5

	PRIVADO
	77
	4,19

	VARIOS (Se cuestiona instituciones de diferentes áreas del estado)
	46
	2,5

	COLEGIOS PROFESIONALES
	14
	0,76

	TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES
	11
	0,59

	PODER LEGISLATIVO
	5
	0,27

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	4
	0,21

	NO INDICA
	3
	0,16

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	0
	0

	DEFENSORIA DE LOS HABITANTES
	0
	0


	· Estadística mensual por tema (Asuntos votados)




ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL MARZO 2017

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de MARZO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2017 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2017


	

	
	

	Por Tipo de Asunto
	

	
	

	Consultas Legislativas
	5

	Consultas Judiciales
	1

	Conflictos de Competencia
	0

	Acciones de Inconstitucionalidad
	25

	Hábeas Corpus
	104

	Recursos de Amparo
	1705

	Total
	1840


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2017

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2017


	

	
	

	Por Termino
	

	
	

	Con Lugar
	541

	Con Lugar Parcial
	73

	Sin Lugar
	427

	Rechazo de Plano
	586

	Rechazo por el Fondo
	56

	Total 
	1683


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	AMBIENTE
	10

	AMPARO CONTRA NORMA
	4

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	3

	ASOCIACION
	20

	BANCARIO 
	10

	COLEGIOS PROFESIONALES
	4

	COMERCIO 
	8

	CONTRATOS O LICITACIONES
	8

	EDUCACION 
	8

	ELECTORAL 
	80

	FAMILIA
	7

	FINANCIERO 
	12

	INFORMACION 
	31

	INTIMIDAD 
	19

	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	4

	LIBERTAD DE TRANSITO
	6

	MIGRACION
	17

	MINORIAS
	20

	MUNICIPALIDAD 
	47

	NOTARIADO
	1

	PENAL 
	65

	PENITENCIARIO 
	77

	PENSION 
	77

	PENSIONES ALIMENTARIAS 
	40

	PETICION 
	111

	PODER EJECUTIVO 
	77

	PODER JUDICIAL 
	54

	PRONTA RESOLUCION 
	93

	PROPIEDAD 
	24

	SALUD 
	466

	SEGURIDAD SOCIAL 
	30

	SEGUROS 
	13

	SERVICIOS PUBLICOS 
	54

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO 
	33

	TRABAJO 
	263

	TRANSITO
	18

	TRIBUTARIO
	3


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 535
 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2549-1500 (Central telefónica), 2549-1600, 2549-1601, 2549-1603, 2549-1604, 2549-1617.   Línea gratuita: 800-SALA 4TA (800-7252482). Página web: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional. 
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